SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 73 DEL CÓDIGO DE MINERÍA. 

______________________________________________________________

BOLETÍN Nº 2294-08-2





Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Minería y Energía viene en informaros acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo trámite reglamentario, de origen en una moción de los H. Diputados Prokurica, don Baldo; Bertolino, don Mario; Fossa, don Haroldo; Longton, don Arturo; Martínez, don Rosauro, y Vilches, don Carlos.



	Durante la discusión de este informe contó con la asistencia y colaboración del profesor de Derecho de Minería de la Universidad Santo Tomás, señor Cristián Letelier Aguilar.



I. Antecedentes. 



El artículo 73 del Código de Minería� sanciona al ingeniero o perito que “a sabiendas” intervenga en la mensura de una manifestación que incluya pertenencias vigentes, con una pena compuesta de privación de libertad, cuyo tramo se inicia en prisión en cualquiera de sus grados y culmina en reclusión menor en su grado mínimo, y de una accesoria de inhabilitación especial para efectuar mensuras por un lapso determinado.



Los autores de la moción estiman que es imprescindible adecuar lo dispuesto en el mencionado artículo 73 a lo previsto en el Código Penal, respecto de las penas y, consecuencialmente, respecto de la prescripción de la acción penal, ya que en la forma en que aquél está redactado provoca un conflicto en lo que se refiere al desarrollo del delito y la prescripción de la acción penal, en los términos que precisa la moción en estudio.



En la discusión en general habida en el primer trámite reglamentario, hubo consenso en el sentido de que la iniciativa legal ha sido concebida para salvar dos problemas de orden jurídico.  Por un lado, perfeccionar la sanción establecida en el mentado artículo y, por otro, modificar el titular de la correspondiente acción penal, de modo de evitar denuncias infundadas.



Se emitieron opiniones en el sentido de que sería necesario perfeccionar el texto propuesto, en cuanto a señalar expresamente el tiempo de duración de la sanción de inhabilitación especial temporal para cargos y oficios públicos y profesiones titulares, impuesta para el ingeniero o perito en la hipótesis allí indicada, teniendo presente la tabla demostrativa sobre extensión de las penas divisibles contemplada en los artículos 56 y siguientes del Código Penal.  Estas observaciones se materializaron por medio de una modificación a la letra a) del artículo único, en la forma que aparece en el texto del proyecto.



	Por su parte, el Ejecutivo, por oficio N° 150-341, de 2 de noviembre de 1999, presentó una indicación, cuyo objeto es aclarar que corresponde al titular de la concesión que soporte directamente la concesión superpuesta impetrar la correspondiente acción penal, del modo que se señala en la letra b) del artículo único.



II. Discusión en la Comisión.



	Cabe señalar previamente que, con motivo de la discusión en general de esta iniciativa, que tuvo lugar en sesión 31ª., ordinaria, de la H. Cámara, celebrada con fecha 31 de marzo del presente año, se formularon observaciones en lo concerniente al tenor de la letra b) del artículo único del proyecto, que señala que la acción penal que nace del delito a que se refiere el inciso segundo no puede ser ejercida por el Ministerio Público ni por otra persona que no fuere el titular de la concesión o su representante legal que soporte directamente la concesión superpuesta.



	En efecto, se sostuvo en la Sala que no resulta adecuado hacer la referencia al Ministerio Público, por cuanto se crea confusión con respecto a la terminología consagrada en la Carta Fundamental y en la propia ley orgánica del Ministerio Público.  Asimismo, se hizo presente, en esa oportunidad, que actualmente no existe tal ministerio en primera instancia y que, en segunda instancia, está constituido por los fiscales quienes, de conformidad a las modificaciones constitucionales y legales atinentes, pasan a llamarse "fiscales judiciales”, que no son los del Ministerio Público.



	Del mismo modo, se señaló que el Ministerio Público, como tal, es el titular de todas las acciones penales, salvo las de acción privada, razón por la cual sería conveniente señalar en forma clara y precisa que la acción penal del delito de que se trata será de carácter privada, como una forma de corregir y eliminar cualquiera situación de ambigüedad respecto de la expresión "Ministerio Público", expresándose categóricamente quién es el titular en el ejercicio de la acción en comento.



	En el contexto de las razones expresadas se presentaron en la Sala dos indicaciones de similar naturaleza al artículo único, las cuales pretenden en su conjunto evitar la existencia de juicios inútiles sobre la materia, objetivo que, según los autores de la moción, constituye una de las ideas matrices del proyecto, y cuyo tenor es el siguiente:



1. Del señor Navarro, don Alejandro, que agrega al final de la letra b) la siguiente frase: ", salvo que ésta sea solicitada por el propietario legal del terreno", reemplazando el punto (.), por una coma (,).



	2. De la señora González, doña Rosa, y de los señores Elgueta, don Sergio; Prokurica, don Baldo, y Rincón, don Ricardo, que reemplaza la letra b) por la siguiente:



"b) La acción penal que nace del delito descrito en el inciso segundo, sólo podrá ser ejercida por el titular de la concesión o su representante legal que soporte directamente la concesión superpuesta."



	Con los mismos fines precedentemente indicados, los señores Krauss, don Enrique; Molina, don Darío; Prokurica, don Baldo, y Vilches, don Carlos, presentaron posteriormente, en la Secretaría de la Comisión, una indicación que sustituye la letra b) por la siguiente:

“b) La acción penal que nace del delito establecido en el inciso segundo precedente tiene el carácter de privada y, en consecuencia, sólo puede ejercerse por la parte agraviada, entendiéndose por tal el titular de la concesión ilegalmente superpuesta.”



	En el debate habido en la Comisión se señaló que la indicación del señor Navarro pretende que la superposición sea posible y jurídicamente irreprochable si el que la solicita es el dueño del terreno donde se encuentra ubicada la pertenencia o la concesión de exploración.  Como opinión unánime se expresó que con ello se limitarían los derechos que posee el propietario minero, consecuencia que traería aparejada una evidente incertidumbre en el dominio minero, incentivando mayores conflictos entre la agricultura y la minería.



	En lo que dice relación con las restantes indicaciones, se hizo hincapié en que ambas buscan establecer claramente que la acción penal que emana del delito tipificado en el artículo en comento es de carácter privado, pero que parece más adecuado el texto aprobado por la Comisión en el primer trámite reglamentario, por cuanto se ajusta a la redacción del artículo 18 del Código de Procedimiento Penal, que regula los delitos de acción penal privada.



	Se puntualizó que es característica de la acción penal privada que el proceso sólo puede iniciarse por querella del ofendido o de su representante legal; que se trata de una acción renunciable y que puede ser objeto de desistimiento o transacción por parte del titular de la misma, de conformidad a lo preceptuado en los artículos 30 y 32 del Código de Procedimiento Penal, respectivamente.  Asimismo, la acción puede ser objeto de abandono, en el evento de que el querellante no practique diligencias necesarias para dar curso progresivo al procedimiento durante 30 días, caso en el cual el tribunal que se encuentre conociendo la causa puede declarar el abandono de la acción, según se establece en el artículo 587 del mencionado cuerpo legal.  Por último, procede el perdón de ofendido, según lo preceptúa el artículo 19 del Código Penal.



	En lo concerniente a la objeción formulada con ocasión del debate habido en la Sala, con respecto a la redacción del texto del inciso final del artículo 73 en comento, oportunidad en la cual se argumentó que el Ministerio Público se encuentra derogado, se sostuvo, por parte del Profesor de Minería, don Cristián Letelier, que ello es efectivo en los términos en que fue concebido por el Código de Procedimiento Penal en actual vigencia, específicamente en el artículo 23�, cuya redacción hace impracticable la figura del Ministerio Público.  No obstante hizo presente que el Ministerio Público reaparece en nuestro ordenamiento jurídico en virtud de la reforma constitucional consagrada en la ley N° 19.519, publicada en el Diario Oficial de 16 de septiembre de 1997, que constituye el inicio de la reforma procesal penal de mayor envergadura desde hace mucho tiempo a la fecha, mediante el establecimiento del Ministerio Público a nivel constitucional.



En efecto, la expresión "Ministerio Público" ha de entenderse en relación con el artículo 80 A. de la Constitución Política, que crea esta institución jurídica como organismo autónomo y jerarquizado, correspondiéndole, entre otras materias, dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, ejerciendo la acción penal publica, en tanto correspondiere.



	Por su parte, la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, publicada  con fecha 15 de octubre de 1999, reitera en el artículo 1° el precepto constitucional señalado precedentemente.



	De conformidad con lo expuesto, argumentó que la redacción aprobada por la Comisión resulta moderna y concordante con el concepto de Ministerio Público que establece la Carta Fundamental y la correspondiente ley orgánica, ya aludida, y que la referencia ha de entenderse necesariamente a la nueva institución, jamás a la antigua. 



Debido a ello, señaló, que si se expresa, como lo hace la letra b) del artículo único, que el Ministerio Público no podrá ejercer la acción que emana del delito establecido en el artículo 73, se cumple con lo dispuesto en las normas que consagran el nuevo procedimiento procesal penal y, por ende, el mentado inciso final del artículo 73 tiene la virtud de aludir, por primera vez, a la figura del Ministerio Público, en concordancia con la reforma procesal penal, aun cuando dicha redacción se exprese en términos negativos.

	Acotó que, de aprobarse el texto propuesto por la Comisión, sería la primera vez que una ley hará referencia al nuevo Ministerio Público, dándose así una clara señal al país en cuanto a que el legislador, en cada acto legislativo, denota un avance hacia el nuevo sistema procesal penal que regirá en Chile en los próximos tiempos.



	En cuanto a la referencia que se hace, tanto en el texto aprobado por la Comisión como en las restantes indicaciones presentadas, en orden a dejar explíctamente establecido que la acción no sólo puede ser ejercida por el titular de la concesión, sino también por su representante legal, se argumentó que ello reviste especial importancia para determinar la persona que tiene derecho a accionar penalmente en representación de una sociedad legal minera o sociedad contractual minera, zanjando toda duda sobre la materia.



	Se hace constar que la Comisión contó con el aporte del H. Diputado, don Enrique Krauss, quien, en calidad de autor de una de las indicaciones presentadas en la Sala, dio a conocer mediante un informe el alcance de la misma, de conformidad a los principios que se han señalado con precedencia.



	En el debate habido en la Comisión se concordó con los criterios precedentemente indicados, enfatizando que el objetivo de la redacción propuesta en la letra b) del artículo único es el de evitar que por esta vía se generen juicios artificiales por parte de los denominados "piratas mineros", quienes inescrupulosamente dan inicio a acciones judiciales infundadas con la finalidad de quedarse con las propiedades mineras.



	Hubo consenso respecto de la conveniencia de consignar en forma clara y precisa que la acción penal derivada del delito en comento será de carácter privada. 



	Asimismo, se reiteró la conveniencia de entregar una clara señal, en lo que respecta al tipo de sanción y de acción penal a ser ejercida, cuando se verifica – como en la hipótesis de la especie – un accionar doloso que no admite prueba en contrario, con objeto de no dejar vías abiertas que posteriormente puedan servir de resquicios para que terceros inicien juicios inútiles.



	Se ratificó también el criterio expresado en el primer informe de la Comisión en el sentido de que el ejercicio de la acción sólo corresponde al titular de la concesión sobre la cual se hubiera producido directa e inmediatamente la superposición.



Finalmente, hubo coincidencia, en que la iniciativa en estudio ciertamente perfecciona la norma y constituye un gran avance que permitirá lograr el objetivo propuesto con la creación del delito y en que la elevación de la pena a reclusión menor en su grado mínimo deja claramente establecido que se trata de un simple delito, con lo cual se evitan los posibles problemas de prescripción que se habían suscitado con la normativa vigente.

- Puesta en votación la indicación presentada por la señora González y por los señores Elgueta, Prokurica y Rincón, fue rechazada por siete votos en contra y uno a favor.



	- Puesta en votación la indicación formulada por los señores Krauss, Molina, Prokurica y Vilches, fue rechazada por siete votos en contra y una abstención.



	- Puesta en votación la indicación presentada por el señor Navarro, fue rechazada por unanimidad.



	Con el resultado de la votación se mantuvo el texto aprobado por la Comisión en su primer informe reglamentario.



III. Indicaciones rechazadas.



1. De la señora González, doña Rosa, y de los señores Elgueta, don Sergio; Prokurica, don Baldo; y Rincón, don Ricardo, que reemplaza la letra b) del artículo único, por la siguiente: 



"b) La acción penal que nace del delito descrito en el inciso segundo, sólo podrá ser ejercida por el titular de la concesión o su representante legal que soporte directamente la concesión superpuesta."



2. De los señores Krauss, don Enrique; Molina, don Darío; Prokurica, don Baldo, y Vilches, don Carlos, que sustituye la letra b) del artículo único, por la siguiente:



“b) La acción penal que nace del delito establecido en el inciso segundo precedente tiene el carácter de privada y, en consecuencia, sólo puede ejercerse por la parte agraviada, entendiéndose por tal el titular de la concesión ilegalmente superpuesta.”



3. Del señor Navarro, que agrega, al final de la letra b) del artículo único, la frase: ", salvo que ésta sea solicitada por el propietario legal del terreno".



II. Constancias.



	En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de que el proyecto no contiene normas de ley orgánica constitucional ni de quórum calificado, ni tampoco contiene materias que deban ser analizadas por la Comisión de Hacienda.

	Asimismo, se consigna que el artículo único de esta iniciativa no fue objeto de modificaciones, que hubo indicaciones rechazadas y que no se introdujeron artículos nuevos.



	Se designó Diputado informante al señor PROKURICA, don Baldo.

V. Texto del proyecto aprobado por la Comisión.



	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda aprobar el siguiente





PROYECTO DE LEY.





Artículo único.- 



	a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 73 del Código de Minería por el siguiente:



“El ingeniero o perito que a sabiendas mensurare pertenencias vigentes será castigado con reclusión menor en su grado mínimo e inhabilitación especial temporal de tres años y un día a cinco años para cargos y oficios públicos y profesiones titulares.”



	b) Reemplázase el inciso final del mismo artículo 73 por el siguiente:



“La acción penal que nace del delito establecido en el inciso segundo no podrá ser ejercida por el Ministerio Público ni por otra persona que no fuere el titular de la concesión o su representante legal que soporte directamente la concesión superpuesta”





�





	SALA DE LA COMISIÓN, a 13 de abril de 2000.









	Tratado y acordado en sesiones celebradas con fecha 21 de marzo, 4 y 11 de abril de 2000, con la asistencia de los H. Diputados señores Jiménez, don Jaime; García-Huidobro, don Alejandro; Leal, don Antonio; Leay, don Cristián; Molina, don Darío; Mora, don Waldo; Mulet, don Jaime; Prokurica, don Baldo; Rincón, don Ricardo; señor Rocha, don Jaime; Rojas, don Manuel; Valenzuela, don Felipe, y Vilches, don Carlos.











Elena Meléndez Urenda,

Abogado Secretaria de la Comisión.

� El artículo 73 del Código de Minería, en su texto modificado por la ley N° 19.573, de 25 de julio de 1998, dispone:  “El ingeniero o perito no podrá en caso alguno abarcar con la mensura pertenencias vigentes.

El ingeniero o perito que a sabiendas infringiere la prohibición del inciso precedente sufrirá la pena de prisión en cualquiera de sus grados a reclusión menor en su grado mínimo, y la accesoria de inhabilitación especial temporal de entre tres y seis años para llevar a efecto mensuras de pertenencias mineras.

La operación de mensura podrá abarcar todo o parte del terreno cuya mensura se solicitó, pero, en ningún caso, terrenos situados fuera del perímetro indicado en dicha solicitud. Para este efecto, podrá reducirse el número de pertenencias, la superficie de una o más de ellas, o ambas cosas.

La acción penal correspondiente sólo podrá ser ejercitada por el titular de la concesión que soporte directamente la superposición”.

� El artículo 23 del Código de Procedimiento Penal establece: “Los oficiales del Ministerio Público tienen obligación de ejercer la acción pública con respecto a todo delito que debe perseguirse de oficio.  Si el delito es de aquellos que, para ser perseguido, necesita denuncia o requisición previa de la persona ofendida, la acción pública debe ponerse en ejercicio tan pronto como se presente la denuncia o requisición.
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